
 

LA PROTECCION JURIDICA DEL DERECHO A LA VIVIENDA 

 

1.- Antecedentes históricos 

 

El proceso histórico de la transformación de la sociedad industrial a partir del siglo XIX, 

lleva aparejada una fuerte corriente migratoria de las zonas rurales hacia las nuevas 

aglomeraciones urbanas. Se producen graves problemas de acogida para estas corrientes 

migratorias, que va a conformar la naciente clase obrera urbana, y que va a integrar la 

cuestión de la vivienda en una de sus reivindicaciones políticas. 

 

A principios del Siglo XX las condiciones de habitabilidad de la clase obrera urbana se 

empieza a incluir en la agenda política de los Estados, como ocurrió por ejemplo en la 

Constitución Mejicana de 1917 (art 27 y 123) en la alemana de la república de Weimar de 

1919 (art 153). 

 

Tras la Segunda Guerra Mundial y el establecimiento del modelo de Estado Social, se trata 

de asegurar un nivel de vida adecuado desde la conciencia social del momento, 

independientemente de la situación del sujeto en el mercado. De esta forma se 

desmercantilizan las necesidades básicas del individuo plasmadas en los derechos sociales, 

operando como mecanismo redistributivo ajeno a las leyes del mercado. En las 

Constituciones y leyes que se aprueban desde entonces, el prinicipio de garantía de la 

dignidad personal ofrece cobertura a una serie de derechos de nueva generación y que pasan 

a denominarse derechos sociales, para distinguirlos de la anterior generación dedicada a los 

derechos fundamentales. 

 

 

2.- Evolución de la cobertura jurídica del derecho a la vivienda. El contexto de las 

declaraciones internacionales. 

 

El reconocimiento internacional de los derechos sociales, después de la segunda guerra 

mundial, da comienzo con la proclamación por parte de la Asamblea General de las Naciones 

Unidas de la Declaración Universal de Derechos Humanos en 1948. Esta declaración acoge 

los típicos derechos civiles y políticos (treinta artículos que se reparten entre derechos de la 

persona, derechos de los ciudadanos en relación con la sociedad y el Estado, y derechos 

políticos)  más algunos derechos de sociales, entre los que se encuentra “el derecho a un 

nivel de vida suficiente, el derecho a la salud y bienestar-alimentación, vestido, vivienda, 

cuidados médicos y servicios sociales (art. 25).   

 

En 1966, la Asamblea Nacional de la ONU aprobó dos Pactos Internacionales, uno sobre los 

Derechos Civiles y Políticos y el otro sobre los Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 

En la parte tercera de este último texto se recoge el derecho a un nivel de vida adecuado (art. 

11). Este artículo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales es 

el que de una manera más completa protege este derecho en el ámbito internacional1  

                                                 
1
  Aunque existen multitud de textos que lo recogen. Por ejemplo: La Convención Internacional para 

la Eliminación de cualquier tipo de discriminación racial (1965),  art 5. Convención sobre la Eliminación de 

toda forma de Racismo de la Mujer (1979), art. 14.2. Convención sobre los derechos de los niños (1989), art. 

27.3. Convención relativa al Estatus de los Refugiados (1951), art. 21. Convención Internacional sobre la 

protección de los Derechos de los emigrantes trabajadores y de sus familias.(1990), art. 43.1.   



  A través de este precepto los Estados partes reconocen: “el derecho de todas las personas a 

un nivel de vida adecuado para sí y para su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda 

adecuados, y una mejora continua de las condiciones de existencia”.  

 

Entre los años 1986 y 1988 la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, el 

Consejo Económico y Social y la Asamblea General aprobaron resoluciones tituladas 

“Realización del derecho a una vivienda adecuada”, en respuesta principalmente a la 

celebración en 1987 del Año Internacional de la Vivienda para las Personas sin Hogar. La 

resolución 1991/26 de la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección de 

las Minorías2, fue la primera ocasión en que un órgano de las Naciones Unidas expresaba la 

necesidad de estudiar de modo específico el tema. Con ocasión de esta resolución se nombró 

un Relator Especial para que trabajara sobre la realización del derecho a una vivienda 

adecuada3.   

 

Otro hecho importante es la creación en 1987 del Comité de Derechos Económicos, Sociales 

y Culturales.  Este Comité ha ido acumulando una extensa información sobre este derecho.   

 

En 1991, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, aprueba la Observación 

General 4, sobre el derecho a una vivienda adecuada.  

 

En este texto se tocan puntos realmente interesantes. Se destaca la interrelación entre el 

derecho a la vivienda y otros derechos humanos. Se afirma que el derecho a la vivienda, que 

es el derecho a un lugar seguro para vivir es imprescindible si queremos garantizar la 

dignidad de la persona, su salud tanto física como mental, su intimidad, etc. Este derecho, 

dice, nos demuestra la permeabilidad entre los distintos derechos humanos, el derecho a una 

vivienda adecuada permite observar claramente la noción de indivisibilidad e 

interdependencia de los derechos de la persona. El disfrute o la garantía de estos derechos 

necesita de una visión de globalidad que rechace la departamentalización o la catalogación 

rígida de los derechos humanos. En ese sentido lo ha entendido el Comité afirmando que no 

puede ser interpretado de forma restringida sino como el derecho a vivir, en cualquier parte 

del mundo,  con seguridad, paz y dignidad.  

 

                                                 
2
  La Comisión de Derechos Humanos, en su 49º periodo de sesiones aprobó la decisión 1993/103, de 

4 de marzo que hacía suya la decisión de la Subcomisión arriba citada. A su vez, el Consejo Económico y 

Social, en su decisión 1993/287, hizo suya la decisión de la Comisión. 
3
   Fue nombrado como Relator Especial el Sr. Rajindar Sachar para que elaborase un documento de 

trabajo para determinar la mejor forma de promover el reconocimiento y la aplicación de este derecho. El 

primer informe sobre la marcha de los trabajos se presentó a la Subcomisión en el 44º periodo de sesiones ( 

E/CN.4/Sub.2/1993/15). En él presentaba un análisis jurídico detallado de las obligaciones que tienen los 

Estados en el plano legal de respetar, proteger y cumplir el derecho a la vivienda.    

 En su resolución 1994/14, de 25 de febrero la Comisión de Derechos Humanos invitó al Relator a 

presentar ante la Subcomisión un segundo informe sobre la marcha del estudio.  En este documento 

(E/CN.4/Sub.2/1994/20), trata de eliminar algunas de las concepciones equivocadas sobre las consecuencias 

del derecho a la vivienda. El Relator señala que la vivienda social continuaba siendo uno de los pocos 

medios eficaces para garantizar a todas las personas y en todos los lugares el derecho a un lugar donde vivir 

en paz y seguridad. La experiencia había demostrado que el sector privado era incapaz de mirar más allá de 

sus beneficios. Se ocupaba también de la cuestión de los ocupantes ilegales.   

  La Comisión de Derechos Humanos en su Resolución 1995/19 de 24 de febrero invitó al Relator a 

presentar un informe final. En este tercer informe (E/CN.4/Sub.2/1995/12) se llega a la conclusión de que un 

examen más profundo del contenido normativo de los derechos y de las decisiones judiciales relacionadas 

con la vivienda, revela que la gran mayoría de los elementos constitutivos del derecho a la vivienda 

reconocidos por el derecho nacional e internacional son, de hecho, justiciables.   



Como documentos más recientes que van incorporando ese contenido complejo del derecho a 

la vivienda como derecho a un habitat adecuado, podemos citar la Carta Europea de 

Salvaguarda de los Derechos Humanos en la Ciudad
4
. Este texto trata de recoger todos 

aquellos derechos imprescindibles para poder desarrollar una ciudadanía plena5. 

 

Finalmente en el ámbito europeo debe citarse a la Carta Social Europea de 1961, pero sobre 

todo la nueva versión aprobada en el año 1996,  que contiene un artículo específico relativo a 

la necesidad de que los Estados promuevan políticas de accesibilidad a la vivienda. Esta 

nueva versión de la Carta Social no ha sido ratificada por el Estado Español. 

 

3.- El derecho a una vivienda digna en el marco constitucional en el Estado Español 

 

En el Estado español, la Constitución de 1978 se presenta como modelo de Estado Social 

(artículo 1.1 CE) y lo plasma, a lo largo de su articulado, en una serie de valores y derechos 

que la desarrollan. Se pueden citar como valores fundamentales, entre otros, el de la dignidad 

de la persona (art. 10.1 CE) y el de la igualdad sustancial (art. 9.2 CE). Los poderes publicos 

deben establecer las condiciones necesarias para que se de la igualdad y libertad real entre los 

individuos, posibilitando de esta forma una vida digna.   

 

En la Constitución, el Titulo I bajo el epígrafe “De los Derechos y Deberes Fundamentales” 

recoge una larga tabla de derechos fundamentales El derecho a la vivienda se recoge  en el 

art. 47 del Capítulo III, Título I, dedicado a  los Principios Rectores de la  Política Social y 

Económica.  

 

Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. 

Los poderes públicos promoverán las condiciones necesarias y establecerán las 

normas pertinentes para hacer efectivo este derecho, regulando la utilización del 

suelo de acuerdo con el interés general para impedir la especulación.  

 

La comunidad participara en las plusvalías que genere la acción urbanística de los 

entes públicos 

 

Sin embargo a pesar de una formulación tan clara (“todos tienen derecho”), debido a su 

ubicación sistemática en el texto constitucional, al no estar incluído dentro del capítulo II 

sección primera (art.14 a 29), no es considerado un derecho fundamental, sino que al estar 

integrado en el capítulo III, está encuadrado dentro de los “principios rectores de la política 

social y económica”. La diferencia está en que únicamente los considerados derechos 

fundamentales pueden ser objeto de reclamación directa ante los tribunales de justicia, en 

primer lugar mediante el procedimiento especial de protección de estos derechos previsto en 

la ley de jurisdicción contencioso-administrativa, y en última instancia a través del recurso de 

amparo ante el Tribunal Constitucional. 

 

No obstante, no se queda únicamente a modo de literatura constitucuional sin ningún valor 

vinculante. Así el art.53.3 aclara que: 

 

                                                 
4
  Aprobada en el 2002 en Saint-Denis, Francia. 

5
  Reconoce derechos de participación, de gestión democrática y derechos sociales. Entre estos 

últimos asume, el derecho a una vivienda digna, segura y saludable, el derecho a un media ambiente 

adecuado, o el derecho al urbanismo armonioso y sostenible.  



El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el 

Capítulo III, informará la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de 

los poderes públicos. 

 

4.- Declaración del derecho a la vivienda en la legislación urbanística 

 

La normativa urbanística y de ordenación territorial resulta clave en materia de vivienda, 

puesto que cualquier política de promoción del derecho a la vivienda debe contar con la 

planificación urbanística para ser ejecutada.  

 

Así, la legislación actual sobre los usos del suelo y la planificación urbanística recogen 

menciones al derecho constitucional una vivienda digna. 

 

La legislación estatal, viene representada por el Real Decreto Legislativo 2/2008 por el que 

se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Suelo, que hasta en dos ocasiones afirma este 

derecho: 

 

Artículo.2.3 El suelo vinculado a un uso residencial por la ordenación territorial y 

urbanística está al servicio de la efectividad del derecho a disfrutar de una vivienda 

digna y adecuada, en los términos que disponga la legislación en la materia 

 

Artículo.4: 

Todos los ciudadanos tienen derecho a: 

a) Disfrutar de una vivienda digna, adecuada y accesible (…) 

 

En la CAPV, Ley de Suelo y Urbanismo del Pais Vasco, también reitera este derecho en su 

articulado, y vinculado al ejercicio de la función pública urbanística por parte de las 

instituciones vascas: 

 

Artículo.2. Urbanismo 

3.- Sirven al desarrollo de la función pública urbanística las siguientes potestades 

administrativas 

 

b) Regulación del mercado del suelo y de la vivienda. 

h) Intervención en el mercado de suelo y vivienda 

 

Artículo 4.– Principio de subordinación al interés público. 

 

3.– El interés público que la ordenación urbanística habrá de garantizar se concreta 

especialmente en: 

a) El derecho de todas las personas a acceder a una vivienda digna y adecuada a sus 

necesidades. (…) 

 

Sin embargo estas declaraciones de principios contenidas en ambas leyes, no acaban de 

concretarse en un procedimiento directo para el ejercicio de este derecho por parte de cada 

ciudadano, ni en un compromiso cierto por parte de las administraciones públicas cuyo 

incumplimiento pueda ser reclamable individualmente en vía administrativa y judicial.  

 

No obstante, estas referencias legales al derecho a la vivienda, no pueden considerarse como 

mera literatura jurídica, sin ningún valor vinculante para los poderes públicos. Al contrario, 

http://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/constitucion.t1.html#c3#c3


constituyen parte del contenido de los elementos reglados a los que se deben ajustar su 

actividad, y sirven de indicadores normativos con los que poder denunciar la infracción 

tipificada de la desviación de poder. Efectivamente, toda actividad administrativa de 

planificación o gestión urbanística que no esté dirigida o menoscabe el objetivo de garantizar 

el derecho a la vivienda, incurre en la desviación de poder que está expresamente prohibido
6, 

y conlleva la anulabilidad del planeamiento viciado
7
. 

 

5.- Legislación específica sobre el derecho a la vivienda 

 

En el Estado español, hay ejemplos de legislaciones autonómicas que asumiendo plenamente 

la competencia en materia de vivienda reconocida por el art. 148.3 de la Constitución, han 

regulado el acceso a derecho. 

 

En 2007, se aprobó la Ley catalana 28/2007 de 28 de diciembre de derecho a la vivienda. 

Tampoco esta ley establece un derecho personal reclamable directamente. Como medida de 

intervención destacable, se puede citar que la tenencia de una vivienda vacía o desocupada se 

tipifica como incumplimiento de la función social de la propiedad, y en estos casos, habilita a 

la Administración para decretar su alquiler forzoso a través de un procedimiento similar a 

una expropiación temporal sobre el uso de la propiedad. 

 

En marzo de 2010, el Parlamento Andaluz ha aprobado la Ley reguladora del derecho a la 

vivienda. Esta ley garantiza legalmente que el acceso a una vivienda no exigirá del solicitante 

un esfuerzo superior al 30% de sus ingresos en el caso de la propiedad, y del 25% en la 

modalidad de alquiler. Además reconoce la posibilidad de acudir a los tribunales para exigir 

el cumplimiento del derecho ante las administraciones públicas andaluzas a partir de marzo 

de 2012 (art.24). Sin embargo, tal y como está redactado en la ley, esta vía judicial queda 

limitada a reclamar que “se apruebe el Plan el cumplimiento del deber de aprobar el Plan 

Municipal de Vivienda y Suelo o promover activamente la ejecución de la programación 

prevista en el mismo”. Por otro lado, la Ley confía únicamente en medidas de promoción de 

vivienda protegida y ayudas a la rehabilitación para alcanzar estos objetivos, sin crear las 

herramientas habilitantes para que las Administraciones intervengan sobre las viviendas 

inmovilizadas (alquiler forzoso sobre las viviendas vacías, medidas fiscales,…).  

 

En Euskadi, circuló durante el año 2008 un borrador de Anteproyecto de Ley de Derecho a la 

Vivienda. A pesar de llevar ese título, luego se centraba casi exclusivamente en la regulación 

del régimen de las Viviendas de Protección Pública. Respecto del parque general de 

viviendas, definía el uso antisocial de la vivienda vacía, y como única medida correctora 

disponía la creación de un canon a pagar por los propietarios. De todos modos, este 

anteproyecto no tuvo ningún impulso desde el propio Gobierno Vasco (se desconoce si el 

Consejero de vivienda actual va a volver a retomarlo). 

 

6.- Regulación del derecho en los países de la UE 

 

En los paises de la Unión Europea la normativa relativa al derecho a la vivienda cuenta con 

mayor tradición y se encuentra más desarrollada. Así es habitual, por un lado, encontrar 

medidas de fomento a través por ejemplo de ayudas directas o fiscales a la rehabilitación de 

                                                 
6
 art. 70 Ley 28/98 Jurisdicción contencioso-administrativa entiende por desviación de poder «el ejercicio de 

potestades administrativas para fines distintos de los fijados por el ordenamiento jurídico 
7
 art.63 Ley 30/1992 Régimen Juridico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 

Común 



viviendas con destino al mercado de alquiler (Holanda, Alemania, Francia, Reino Unido), y 

por otro también medidas reguladoras contra el uso antisocial de un recurso de primera 

necesidad como es la vivienda, como las multas (Dinamarca, Italia) y las expropiaciones o 

alquileres forzosos (Alemania, Francia, Reino Unido). 

 

Hay dos ejemplos que han dado un paso más allá y han reconocido legalmente el derecho 

subjetivo a la vivienda, exigible directamente ante los tribunales de justicia. Por un lado está 

el caso de Escocia, cuyo parlamento reinició su actividad tras la Devolution del año 1998, y 

que en 2003 aprobó la Homelessness Act. Esta ley, reconoce el derecho a todo residente en 

Escocia el derecho a un alojamiento, y compromete a las autoridades locales a implementar 

políticas públicas destinadas a garantizar ese derecho. Se autoimpone el compromiso de 

garantizar universalmente este derecho con fecha límite al año 2012, a partir de entonces 

cualquier residente podrá reclamar ante los tribunales que las instituciones le provean de 

vivienda. También Francia aprobó una ley en el año 2007 “Ley DALO” (Loi n°2007-290 du 

5 mars 2007 instituant le droit au logement opposable et portant diverses mesures en faveur 

de la cohésion sociale) que legitima a reclamar judicialmente el derecho a la vivienda. Así, 

de hecho, en mayo de 2008 ya se dictó la primera sentencia favorable (caso Fofana) que 

condenaba al Estado francés. 

 


